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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 05
               Febrero 19 de 2014

 


El demandante no aportó los elementos de especificidad y pertinencia requeridos para que la Corte pudiera abordar de fondo el cargo por omisión legislativa relativa, basado en la supuesta ausencia de término para que la Corte Suprema de Justicia emita concepto sobre una extradición 

	 IV.  EXPEDIENTE D-9708    -   SENTENCIA C-091/14  (Febrero 19)
        M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo




1.
Norma acusada

LEY 906 DE 2004

(Agosto 31)

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal 

Artículo 501. Concepto de la Corte Suprema de Justicia. Vencido el término anterior, la Corte Suprema de Justicia emitirá concepto.

El concepto negativo de la Corte Suprema de Justicia obligará al gobierno; pero si fuere favorable a la extradición, lo dejará en libertad de obrar según las conveniencias nacionales.
2.
Decisión 
Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo en relación con el cargo formulado por el actor en contra del artículo 501 de la Ley 906 de 2004, por la ineptitud sustancial de la demanda. 

3.
Síntesis de los fundamentos

En reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional ha indicado que cuando se alega como causa de inconstitucionalidad la configuración de una omisión legislativa de carácter relativo, el demandante debe presentar con la mayor precisión los elementos que la estructuran y que darían lugar a la inconstitucionalidad, habida cuenta que el elemento que se echa de menos en la norma legal acusada ha de estar exigido por la propia Constitución y por lo mismo, no podía omitirse. La Corporación advirtió, que la identificación de este precepto suele ser fuente de las dificultades que luego enfrentan las acusaciones basadas en el silencio parcial del Congreso, ya que puede ser que entre la materia efectivamente regulada en la disposición constitucional que se invoca y la que presuntamente se omite, no exista una relación directa que permita advertir, sin vacilaciones, que el legislador tenía que regular allí lo que el actor asegura que hace falta.  

En el presente caso, según el demandante, la previsión de un término para que la Corte Suprema de Justicia emita concepto sobre la extradición es el ingrediente que falta para que el artículo 501 del Código de Procedimiento Penal resulte acorde con el artículo 29 de la Constitución. Lo primero que observó el Tribunal es que el segundo inciso del precepto legal acusado, nada tiene que ver con la inconformidad del demandante, pues se refiere a un concepto –negativo o favorable a la extradición- ya producido por la Corte Suprema de Justicia, que tiene por sujeto al gobierno, encargado de decidir acerca de la extradición, según las pautas contempladas en la citada disposición. 

En consecuencia, la Corte estableció que el ámbito de la acusación se circunscribe al primer inciso del artículo 501 que precisamente, regula lo atinente a la rendición del concepto, al indicar que “vencido el término anterior”, la Corte Suprema de Justicia lo emitirá y no habiendo otra expresión, no hay duda que allí no se encuentra fijado ningún término destinado a que esa Corte produzca el concepto que de ella se exige. No obstante, el término a cuyo vencimiento se refiere el precepto demandado ha de estar contenido en el artículo 500 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004) que, siendo inmediatamente anterior, regula el trámite de la extradición ante la Corte Suprema y en particular, en la última etapa de este procedimiento cuando dispone que “practicadas las pruebas, el proceso se dejará en secretaría por cinco (5) días para alegar”. Una alternativa, entonces, es la de considerar que el término a cuyo vencimiento alude el artículo 501 es este último. Sin embargo, hay que tener en cuenta que el artículo 70 de la Ley 1453 de 2011, agregó un primer parágrafo al artículo 500 de la Ley 906 de 2004, de acuerdo con el cual “la persona requerida en extradición, con la coadyuvancia de su defensor y del Ministerio Público podrá renunciar al procedimiento previsto en este artículo y solicitar a la sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia de plano el correspondiente concepto, a lo cual procederá dentro de los veinte (20) días siguientes, si se cumplen los presupuestos para hacerlo”. Observó, que esta “extradición simplificada” comporta un término para que la Corte Suprema de Justicia emita su concepto. 

Lo anterior demuestra que el demandante basa su alegato en una lectura aislada del artículo 501 del Código de Procedimiento Penal, que no basta para predicar la existencia de una omisión legislativa de carácter relativo, toda vez que el término que el actor extraña en el precepto demandado aparece previsto en otra disposición para los supuestos de extradición simplificada y también en relación con el trámite de extradición regulado en la Ley 600 de 2000, si se tiene en cuenta que, conforme al parágrafo 2º, igualmente adicionado por el artículo 70 de la Ley 1453 de 2011, “esta misma facultad opera” respecto de este trámite. 

En cuanto al procedimiento ordinario de extradición, tanto el Procurador General como la Corte advirtieron que el demandante no tuvo en cuenta el artículo 159 del Código de Procedimiento Penal, de conformidad con el cual “el funcionario judicial señalará el término en los casos en que la ley no lo haya previsto, sin que pueda exceder de cinco (5) días”. Sin que la Corte se apresurara a tenerla como única alternativa de interpretación, lo que puso de presente fue la posibilidad de efectuar una interpretación sistemática, cuyo resultado sería desvirtuar la interpretación propuesta por el demandante, entre las alternativas de interpretación que pudieran postularse, elección que no le corresponde a la Corte Constitucional. Esto pone de manifiesto que la demanda es inepta, ya que la carga de demostrar la configuración de la omisión legislativa relativa que alega la tiene el demandante y por lo tanto, es él quien ha debido precisar las razones por las cuales las hipótesis contrarias a su argumentación carecen de la potencialidad para destruirla, las cuales no expuso en el escrito de corrección de la demanda en el que se limitó a señalar lo que ocurre en la práctica y no razones jurídicas atendibles que condujeran a desvirtuar la referencia al artículo 159 de la Ley 906 de 2004.  

En estas condiciones, la Corte Constitucional concluyó que la demanda es inepta, pero no por incumplimiento del requisito de certeza, como lo conceptúa el Ministerio Público, pues en esta ocasión no le corresponde a esta Corporación optar por alguna de las opciones interpretativas y el actor no presentó razones jurídicas en apoyo de su tesis, como quiera que la Corte no tiene la base para sostener que exista una interpretación correcta que deba ser asumida, ni para afirmar que la omisión que el demandante aduce carece totalmente de la posibilidad de llegar a existir. El actor no cumplió entonces, con el requisito de especificidad, porque tal como fue formulada la acusación, no permite verificar si realmente hay una oposición objetiva entre la ley y la Constitución y tampoco cumplió el requisito de pertinencia del cargo, dado que al insistir en la configuración de la omisión legislativa sin desvirtuar las opciones contrarias a su argumentación, mantuvo la discusión en el ámbito puramente legal y no logró involucrar en ella los contenidos constitucionales cuya violación adujo.  
LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente

